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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
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                       PEREIRA – RISARALDA

LIQUIDACIÓN ADICIONAL. UNION MARITAL DE HECHO Y MATRIMONIO. Hay que deslindar la unión marital de hecho del matrimonio, y la sociedad patrimonial a que da lugar aquella, de la sociedad conyugal que se genera en éste. A pesar de los efectos que hoy día puedan tener, similares sin duda, no se les puede equiparar, porque se trata de situaciones fácticas por entero diversas, tendientes ambas a la generación y conservación de la familia y sus bienes, sí, pero con orígenes, características y efectos jurídicos diferentes. BIENES ADQUIRIDOS DURANTE LA UNIÓN MARITAL DE HECHO. como la sociedad patrimonial de hecho (cuya existencia haya sido declarada por alguno de los medios legales), constituye una comunidad de bienes distinta a la que se forma en la sociedad conyugal, no pueden involucrarse en la liquidación de esta los bienes adquiridos en aquella que, mientras no se declare lo contrario, seguirán siendo propios de cada uno de los cónyuges

  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

   
       


       SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, noviembre diecinueve de dos mil nueve
Expediente 66682-31-03-001-2009-00028-01
Acta Nro. 608 de noviembre 19 de 2009
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra el auto del 4 de septiembre del corriente año, dictado por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso de “liquidación adicional” promovido por Orlanda Muñoz Martínez contra Néstor Gaviria Valencia. 

ANTECEDENTES
   



Por medio de apoderado judicial, la señora Orlanda Muñoz Martínez presentó ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal una demanda de liquidación adicional de la sociedad conyugal que formó con el señor Néstor Gaviria Valencia. 

  



Explicó que este último demandó el divorcio del matrimonio civil que contrajo con aquella y narró en los hechos que antes del matrimonio la pareja había convivido en unión libre desde el año 1982, relación formalizada luego con el matrimonio acaecido en octubre de 2000; que la primera instancia negó las pretensiones, pero en segunda sede se revocó el fallo y se accedió al divorcio impetrado y a la disolución para posterior liquidación de la sociedad conyugal; que ese trámite de la liquidación fue adelantado por petición del allí demandante y en la diligencia de inventarios y avalúos tanto el pasivo como el activo fueron presentados en cero, aceptado lo cual se protocolizó el expediente en la Notaría Única de ese municipio. 

 



Sin embargo, dice, como el señor Gaviria Valencia adquirió una propiedad en común y proindiviso con María Olga Valencia Galindo, mediante escritura pública otorgada el 10 de enero de 1995 en aquella Notaría, con esta acción se pretende una liquidación adicional que incluya ese patrimonio, se adjudique el mismo por partes iguales, se ordene la inscripción respectiva y se condene en costas al demandado en caso de oponerse. 

   



El Juzgado dio trámite a la solicitud, dispuso dar traslado al demandado por tres días, comisionó para efectos de la notificación personal 
, y decretó el embargo del predio sobre el que recae la petición.  

  



El demandado, asesorado judicialmente, se pronunció y aceptó los hechos, aunque adujo que el bien es propio del cónyuge porque fue adquirido antes del matrimonio y que la acción a intentar por la demandante ha debido ser distinta, relacionada con la constitución o reconocimiento y posterior liquidación de una sociedad patrimonial de hecho, pero el tiempo para hacerlo ya transcurrió; solicitó la suspensión del trámite porque presentó una demanda de exclusión de bien inventariado, además, que de una vez se excluyera dicho bien de la masa por ser de su exclusiva propiedad, y propuso una serie de excepciones de mérito y “previas”, cuyo trámite negó el juzgado, porque el de la partición adicional no las admite. 
   



Continuó el procedimiento con la diligencia de inventarios y avalúo; concurrió la peticionaria y pidió que se tuviera como activo el 50% del inmueble matriculado bajo el número 296-10829, adquirido por el demandado en común y proindiviso con María Olga Valencia Galindo el 10 de enero de 1995; surtido el traslado respectivo, el demandado objetó el inventario con el fin de que se excluya dicho bien, con el mismo argumento antes planteado, esto es, que fue adquirido antes del matrimonio y, por tanto, no pertenece a la sociedad conyugal. 

  



Surtido el trámite de la objeción, la funcionaria de primer grado desató el incidente mediante auto del 4 de septiembre pasado, en el que declaró probada la objeción y ordenó la exclusión del bien señalado por ser propio del cónyuge demandado. Para arribar a esa conclusión dijo, en síntesis, que como el inmueble fue adquirido por Gaviria Valencia antes de la celebración del matrimonio, no pudo ingresar a la sociedad conyugal que entre las partes se formó. 
   



Inconforme, apeló la accionante y sustentó su recurso en que como se supo en el proceso de divorcio antes de que la pareja contrajera matrimonio vivió en unión libre entre los años 1982 y 2000, unión marital que quedó acreditada con la confesión de ambas partes; así las cosas, la cuestión jurídica radica en la interpretación que a las normas vigentes debe dárseles; y comienza por decir que el segundo requisito de los que contiene el literal a) del artículo 2° de la Ley 54 de 1990, es decir, que no exista impedimento en ninguno de los integrantes de la pareja para contraer matrimonio, se predica, no de la unión marital de hecho, sino de la presunción de existencia de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes; esa exigencia mira a la convalidación de la sociedad patrimonial de bienes para que continúe existiendo, sin solución de continuidad, en el evento de que los compañeros decidan contraer matrimonio entre sí, “revistiendo así de legalidad tanto su convivencia concubinal como su sociedad de bienes, que entonces, por el hecho del matrimonio, pasará a constituir una sociedad conyugal de bienes…”. A partir de allí, expone que, contrario a lo que adujo la parte demandada, no se ha erigido en este caso ninguna de las causales de disolución de la sociedad patrimonial de hecho, porque el matrimonio que contrajeron los compañeros fue entre ellos mismos y no con terceras personas, es decir, que no ha habido mutuo acuerdo, ni sentencia judicial que le ponga fin a la comunidad patrimonial; y si esa no es causal de disolución, eso se traduce en que una y otra, la sociedad patrimonial y la conyugal, existieron simultáneamente, o bien, en que la sociedad conyugal subsume los activos y pasivos que integraban la patrimonial, como en una especie de subrogación legal tácita. 
   



Agregó que en todo caso tiene apoyo legal para participar en los gananciales de los bienes adquiridos durante la vigencia de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, que pasaron al haber de la sociedad conyugal, lo que puede hacer en cualquier tiempo, porque decretada la disolución de esta última por causa del divorcio no existe término de caducidad o prescripción que se lo impida; y remató diciendo que el argumento de que el bien es propio del cónyuge es deleznable, porque el demandado ocultó su verdadero estado civil al momento de su compra, ya que dijo que era soltero cuando en realidad vivía en unión libre con la demandante, estado civil que fue reconocido recientemente por la Corte Suprema de Justicia.  
  



No replicó la parte demandada y ahora se procede a desatar la alzada, previas estas: 
CONSIDERACIONES

   



El meollo de la cuestión, como viene planteado, está en definir si un bien adquirido por uno de los compañeros permanentes en vigencia de la unión marital de una pareja que luego contrae matrimonio entre sí, pasa a conformar por esa continuidad el haber de la sociedad conyugal. 
   



No, es la respuesta que ha dado el juzgado, con el solo argumento, claro por cierto, de que un bien adquirido antes del matrimonio, si no ha sido la voluntad de los contrayentes involucrarlo en el patrimonio social, seguirá siendo propio de aquél, pero sin extenderse en el asunto crucial de la convivencia anterior de la pareja y de la conformación entre los compañeros de una sociedad patrimonial de hecho. 
  



La demandante estima, por su lado, que sí, que la sociedad conyugal subsume la sociedad patrimonial hasta el momento del matrimonio habido entre los compañeros y, por tanto, disuelta aquella, debe procederse a la liquidación de los efectos patrimoniales habidos antes y después del ligamento matrimonial. 

  



Muy juicioso se muestra el argumento del recurrente, pero no por ello alcanza el objetivo que procura.  Es que, en verdad, hay que deslindar aquí varias cosas: la unión marital de hecho del matrimonio, y la sociedad patrimonial a que da lugar aquella, de la sociedad conyugal que se genera en éste. A pesar de los efectos que hoy día puedan tener, similares sin duda, no se les puede equiparar, porque se trata de situaciones fácticas por entero diversas, tendientes ambas a la generación y conservación de la familia y sus bienes, sí, pero con orígenes, características y efectos jurídicos diferentes. 
  



Ilustrativo, para el caso, resulta lo dicho por la Corte Constitucional desde el año 1994, en lo relacionado con esas distinciones: 

“Sea lo primero decir que es erróneo sostener, como parece hacerlo el demandante, que la Constitución consagre la absoluta igualdad entre el matrimonio y la unión libre, o unión marital de hecho, como la denomina la ley 54 de 1990. Basta leer el artículo 42 de la Constitución para entender por qué no es así.

El noveno inciso del artículo mencionado, determina que "Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derecho de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo se rigen por la ley civil". Nada semejante se prevé en relación con la unión marital de hecho, precisamente por ser  unión libre.

Tampoco acierta el actor al afirmar que la unión marital de hecho es el mismo concubinato existente antes de la vigencia de la ley. Podría serlo si se tienen en cuenta únicamente los hechos, desprovistos de sus consecuencias jurídicas. Pero la verdad es la creación de una nueva institución jurídica, la unión marital de hecho, a la cual la ley 54 le asigna unos efectos económicos, o patrimoniales como dice la ley, en relación con los miembros de la pareja. De allí, al establecimiento de los mismos derechos y obligaciones que existen entre los cónyuges, hay un abismo. Basta pensar, por  ejemplo, que la sola voluntad de uno de sus miembros, es suficiente para poner término a la unión marital de hecho, lo que no ocurre con el matrimonio. 

En síntesis: sostener que entre los compañeros permanentes existe una relación idéntica a la que une a los esposos, es afirmación que no resiste el menor análisis, pues equivale a pretender que pueda celebrarse un verdadero matrimonio a espaldas del Estado, y que, al mismo tiempo, pueda éste imponerle reglamentaciones que irían en contra de su rasgo esencial, que no es otro que el de ser una unión libre.

  



Si es tal la disyunción entre una y otra especies de conformación de una familia, no puede avalarse la tesis de que el matrimonio subsume, por sí mismo, la unión marital de hecho. Hasta la fecha del casorio, los contrayentes que ya vivían juntos eran concubinos (antes de la Ley 54 de 1990) o compañeros permanentes (con vigencia de esa ley). 
   



Esa misma suerte debe seguir el régimen económico.  Antes de la Ley 54 citada, no existía siquiera la posibilidad de la unión marital de hecho y aquel que vivía en concubinato con otra persona era llamado a pedir lo que jurisprudencialmente se reconoció como una sociedad de hecho entre concubinos; con la ley mentada, surgió un tratamiento diferente para aquellas parejas que decidieron compartir sus vidas de manera estable, pero al margen del vínculo matrimonial civil o religioso, que se dio en denominar la sociedad patrimonial de hecho; y, por supuesto, desde tiempos inmemorables ha existido entre los cónyuges, la sociedad conyugal. 

  



Ahora, que el legislador le haya querido dar un trato similar a estas dos últimas instituciones no significa que puedan coexistir, o seguir una a otra en el tiempo sin distinción alguna 
, porque lo que sí está claro es que la sociedad conyugal requiere para su estructuración, nada más que el matrimonio, en tanto que la sociedad patrimonial impone, de un lado, la unión marital con las características que enseña la referida ley (tiempo y carencia de impedimentos para contraer matrimonio o la disolución previa de una sociedad conyugal vigente de alguno de los compañeros) y, del otro, la declaración judicial de su existencia (de manera exclusiva hasta antes de regir la Ley 979 de 2005), o el mutuo consentimiento declarado mediante escritura pública o la manifestación expresa que conste en acta elevada ante un centro de conciliación (con posterioridad a la Ley 979).     
   



Cualquiera que sea el medio utilizado de los que ahora permite la ley, es evidente que la sociedad patrimonial de hecho requiere una declaración de existencia, sin la cual, sus efectos económicos no pueden discutirse en una liquidación.  

  



El caso aquí es, entonces, que ni la unión marital ha sido declarada con los elementos que la componen, ni, por supuesto, la existencia de la sociedad patrimonial de allí derivada ha sido reconocida; y si así no ha acontecido, no puede pretenderse, como se hace ahora, que un bien que fue adquirido en vigencia de la que dice haber tenido la demandante con el demandado antes del matrimonio, sea liquidada. 

   



Y mucho menos podría concebirse que tal liquidación tuviera lugar en un escenario que no le es propio: el de la sociedad conyugal que, se repite, constituye una relación jurídica de diferente calibre. Una y otra cuestiones deben dilucidarse por la vía judicial que les corresponde. 

   



Por cierto que aunque el artículo 5° de la Ley 54 de 1990, modificado por el 3° de la Ley 979 de 2005 no incluya el matrimonio de los compañeros permanentes entre sí como una causa de disolución de la sociedad patrimonial, no se traduce en que ese vínculo no pueda tomarse por tal, si en él va envuelto, a no dudarlo, el mutuo consentimiento de la pareja de tornar su relación libre y espontánea, en una regida por un contrato civil o por un lazo de orden religioso que, en todo caso, produce los mismos efectos de dicho acuerdo.  Es un cambio de estructura en la vida familiar que implica, necesariamente, también un cambio de régimen legal, si bien la unión marital no puede perdurar más allá del matrimonio de los compañeros, porque ya son consortes, ni la sociedad patrimonial que hasta entonces rigió podría verse afectada por la nueva relación; tampoco, por supuesto, la sociedad conyugal tiene por qué cargar con el peso de lo que fue la sociedad patrimonial, bajo cuya existencia pudieron darse un sinnúmero de situaciones jurídicas que no se traslapan a la que desde el momento del matrimonio puedan surgir. 

   




Poco se comenta sobre el particular, pero entre la doctrina colombiana Lafont Pianetta 
 señala que en general las causas extintivas de una unión marital de facto se reducen a la muerte de uno de los compañeros, la separación de hecho y el matrimonio eficaz entre ellos mismos; y sobre esta última causa aduce que: 

   


“Así como la existencia de un matrimonio eficaz entre un hombre y una mujer impide la formación de una unión marital de hecho, de la misma manera la celebración posterior de aquél hace cesar la unión preexistente cualquiera que hayan sido las circunstancias o incluso el estado de peligro de muerte. Luego, a partir de ese acto se aplica el régimen legal matrimonial, lo cual tiene especial importancia en materia social patrimonial.” 
  



En otros apartes de su obra el mismo autor señala con propiedad que: 
  


“La inexistencia de matrimonio eficaz entre los compañeros es esencial para el establecimiento y supervivencia de la unión marital de hecho, de tal manera que, de estar casados eficazmente entre sí, esta última no puede constituirse (si preexiste, como ocurre con el restablecimiento de la vida común de los separados legalmente) o debe fenecer (si sobreviene, tal como cuando los compañeros posteriormente contraen matrimonio)”. 

  



Y que: 

“…la celebración del matrimonio de los compañeros entre sí no se encuentra consagrada dentro del artículo 5° de la Ley 54 de 1990 y, en especial, en su literal b) que, como vimos, solamente recoge como causal de disolución patrimonial “el matrimonio de uno o ambos compañeros con personas distintas de quienes forman parte de la sociedad patrimonial (se alude a la norma antes de la modificación introducida por la Ley 979 de 2005, agrega la Sala).

Pero tal circunstancia no es una exclusión de este fenómeno como causal de disolución de la sociedad patrimonial porque no fue el propósito recoger expresamente todas las causales y excluir las demás (que no aparecen en forma explícita). Dicha norma solamente recoge algunas causales, quedando otras para su establecimiento, como las de separación de hecho etc., y entre ellas, la presente”

…

De lo anterior se desprende la regla implícita de la ausencia de matrimonio entre sí como requisito esencial del nacimiento y persistencia tanto de la unión marital como de la sociedad patrimonial, de manera tal que si habiendo existido desaparece con posterioridad, porque contraen matrimonio entre sí, se disuelve tanto la unión marital de hecho como la sociedad patrimonial. Más aún si con esa ausencia, la unión marital no puede subsistir mucho menos podrá serlo la sociedad patrimonial por ser esta accesoria y consecuencial de aquella.” 
    






  



En últimas, entonces, como la sociedad patrimonial de hecho (cuya existencia haya sido declarada por alguno de los medios legales), constituye una comunidad de bienes distinta a la que se forma en la sociedad conyugal, no pueden involucrarse en la liquidación de esta los bienes adquiridos en aquella que, mientras no se declare lo contrario, seguirán siendo propios de cada uno de los cónyuges, tal cual lo definió el juzgado al admitir la objeción planteada por el demandado. 

     



En consecuencia, el auto será confirmado, sin que haya lugar a imponer costas en esta sede, porque no aparecen causadas.  




       



DECISIÓN

En armonía con lo brevemente dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto del 4 de septiembre del corriente año, dictado por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el proceso de “liquidación adicional” promovido por Orlanda Muñoz Martínez contra Néstor Gaviria Valencia. 

  



Sin costas.

  



Notifíquese,

   



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS










� Pasando aquí por alto que la comisión para estos efectos desapareció del C. de P. Civil desde la vigencia de la Ley 794 de 2003, pues las reglas de notificación personal hicieron expedito ese trámite, incluso en el exterior (art. 315). 


� En su obra Derecho de Familia, Temis, Bogotá, 2008, p. 320, Jorge Parra Benítez señala que “…pareciera que si los compañeros se casan entre sí, la sociedad patrimonial subsiste; en este caso, subsistirá, en forma concurrente, con la sociedad conyugal. Lo cual no puede aceptarse: la sociedad conyugal excluye a la patrimonial, luego esta se disuelve…”





� Lafont Pianetta, Pedro. Derecho de Familia, Unión Marital de Hecho, Librería del Profesional, Bogotá, 2001, p. 250


� Lafont Pianetta, Pedro, ob cit. p. 112


� Ibídem, p. 333
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